Poder Judicial de la Nación


SENTENCIA DEFINITIVA N° 17.435
EXPEDIENTE N° 7.959/2007      SALA IX      JUZGADO N° 10
En la Ciudad de Buenos Aires, el 31 de octubre de 2011, para dictar sentencia en los autos “I.A.B. c. EMBASSY OF THE UNITED STATES OF AMERICA s. despido” se procede a votar en el siguiente orden:

El doctor Alvaro Edmundo Balestrini dijo:

 


I.- La embajada demandada viene en apelación contra la sentencia de primera instancia que la condenó a satisfacer diversos créditos de naturaleza laboral, por considerar improcedente el despido que puso fin a la relación de trabajo. 

 


Para así decidir, la señora Juez a quo dijo que la empleadora no probó la circunstancia en la que fundó el distracto (se entiende: que el actor visualizaba en internet material pornográfico que involucraba a menores de edad).

 


En efecto, la magistrada señaló que la profusa documentación agregada al expediente no demuestra que el trabajador haya incurrido -el 3.7.2006 y/o las dos primeras semanas de agosto de ese mismo año- en la conducta que le fue imputada. En ese orden, sostuvo que la postura de la principal aparece debilitada ante lo manifestado por la perito en sistemas (ver fs.727/739 y fs.811), en el sentido que dio cuenta de la imposibilidad para determinar si alguna persona ingresó a sitios pornográficos desde la red de la embajada, puesto que no le fueron suministrados los elementos informáticos necesarios para establecerlo, agregando que de todos modos cualquier individuo -con ciertos conocimientos informáticos- pudo haber sorteado la tecnología que impide acceder a ese tipo de páginas e, incluso, visualizarlas sin necesidad de identificarse con nombre de usuario o contraseña; con lo cual, igualmente habría quedado sin identificar a quien llevó a cabo la presunta maniobra. 
 


A mayor abundamiento, la judicante destacó que la propia recurrente admitió que el personal del sector informático cuenta con la posibilidad de acceder a las restantes computadoras y que en virtud de un control de rutina fueron constatados en los discos rígidos de las máquinas los sitios web visitados, lo que la persuadió para concluir que el pretensor no usaba exclusivamente la terminal en la que presuntamente se encontró aquel material.

 


En el mismo orden, la judicante relativizó lo informado por los testimonios de fs.581/585, fs.586/589, fs.628/630 y fs.631/634 por cuanto, sostuvo, a ninguno de los declarantes le consta de manera objetiva que el pretensor hubiera visitado páginas no autorizadas, ni tampoco vieron las imágenes que la accionada dijo haber detectado en el disco rígido de la computadora que usaba.
 


III.- A mi criterio, el disenso formulado por la demandada no logra rebatir los sólidos fundamentos del fallo y en esa inteligencia me expediré.

 


Es que el argumento principal de la queja modula sobre la motivación “por cuestiones de Estado” de remitir el material informático a Washington “por tratarse de material clasificado (confidencial) de los Estados Unidos” (ver fs.931vta.), alegando al respecto que la prueba restante colectada en la causa basta para establecer lo que realmente ha ocurrido. No comparto ese parecer; antes bien, coincido con el lineamiento seguido en el decisorio apelado, en cuanto concuerdo que en el marco estricto de esta litis resulta preponderante, sino insustituible, el resultado que pudo haber arrojado la prueba informática ofrecida en los actuados, del cual la apelante ha vedado toda posibilidad de acceso al haber enviado el material informático a su país de origen. Mas allá de la justificación ensayada en su consecuencia o de la plausibilidad que invoca la recurrente en su relación -de la cual disiento, habida cuenta de que no advierto de que manera la investigación de un experto informático pudo haber expuesto la seguridad del Estado- a mi modo de ver, a los efectos de dilucidar esta puntual controversia, era decididamente indispensable contar con el producido de ese elemento de prueba, siendo que lo relatado por las personas individualizadas en el escrito bajo examen no suple la información que pudo haber aportado aquel informe técnico. Insisto, no vislumbro la concurrencia de causas serias y justificativas del accionar de la apelante, en el sentido que decidió remitir sin mas la totalidad del material alojado en la terminal destinada el uso laboral del accionante, sin realizar –al menos- un backup de los archivos o del historial grabado en el equipo. En dicho escenario, se debe entender que la recurrente optó libremente por prescindir de la prueba informática para dejar librada la suerte de la contienda a resultas de los restantes elementos de juicio, soslayando en grado irredimible que la pericial técnica es el medio probatorio idóneo por excelencia para determinar el tipo de conducta denunciada. Igualmente y mas allá de lo indicado, cabe puntualizar –del mismo modo que lo hizo la sentenciante- que  aún cuando se considere que fue demostrado que desde la terminal del actor fue visualizado material pornográfico (y en el caso, ello no ha ocurrido) restaría determinar que éste fue quien llevó a cabo dicha maniobra; aspecto sobre el cual no se registran agravios, lo que sella la suerte adversa de la queja (artículo 116 de la LO).

 


III.- El disenso relacionado con la improcedencia del agravamiento indemnizatorio del artículo 16 de la ley 25.561 ha sido formulado con latitud equivalente a ausencia de articulación (artículo 116 de la ley 18.345).
 


IV.- No comparto los fundamentos expuestos por la demandada, en cuanto relacionados con la exoneración que persigue del recargo del artículo 2° de la ley 25.323. Tengo dicho que lo sustancial resulta de la verificación del requerimiento de pago de las indemnizaciones derivadas del despido y de la postura refractaria de la empleadora, que obligó al trabajador a iniciar las presentes actuaciones en procura del cobro del crédito debido.

 


Por lo demás, sabido es que la sentencia judicial -en cuanto manda a indemnizar en los términos del artículo 245 de la LCT- retrotrae sus efectos a la fecha de la denuncia. A partir de entonces, es exigible el crédito resultante y por tal motivo le acceden los intereses respectivos. Por consiguiente, resultan igualmente exigibles los recargos directamente vinculados con el distracto, tal como es el supuesto regulado en el artículo 2° aludido, mas allá de que la apelante pudo considerar que estaba asistida de derecho para proceder como lo hizo; del mismo modo que resulta irrelevante su posición respecto del despido mismo cuando se lo juzga improcedente. 

 


V.- El actor cuestiona que se haya desestimado su pretensión indemnizatoria fundada en daño moral, habida cuenta de los pormenores que rodearon al despido, que, según afirma, fueron de público conocimiento en el ámbito colectivo de trabajo, exponiéndolo injustificadamente ante sus pares y demás personal de la embajada.
 


Encuentro atendible su posición, por cuanto advierto que la accionada -al acusar al actor como lo hizo- ha exorbitado los límites dentro de los cuales fijó su decisión rupturista, ultrajando el buen nombre y honor del trabajador al imputarle un tipo de conducta sumamente reprobable en el seno de la comunidad a la cual pertenece, por lo que el pago de la indemnización tarifada del artículo 245 de la LCT no comprende a las consecuencias derivadas de ese exceso, más allá de las circunstancias que sólo autorizan dicha sanción. No se debe perder de vista que si bien no fue imputado un accionar delictivo, se trata de un proceder que contiene una fuerte condena social en nuestra sociedad, cuya filtración al ámbito colectivo de trabajo, según dieron cuenta los testimonios producidos en el expediente, es causa suficiente para considerar que esa acusación infundada exige una reparación al trabajador que no puede considerarse alcanzada por la tarifada del artículo 245 citado, atento el menoscabo inferido, la desconsideración hacia su persona y el consiguiente descrédito ocasionado por una imputación de esa naturaleza (artículo 1078 del Código Civil; en similar sentido, esta Sala in re "Velázquez, María Victoria c/Carrefour Argentina S.A. s/despido", Sentencia Definitiva Nº 8.466 del 25.04.2001).
 


A fin de determinar la cuantía del daño, en uso de las facultades que me confiere el artículo 165 del CPCCN, considero equitativo fijar el quantum de este rubro en $ 25.000.- En consecuencia, voto por modificar la sentencia de grado y elevar el monto de condena a la suma de $ 143.767,51.

 


VI.- Según el artículo 279 del CPCCN corresponde emitir nuevos pronunciamientos sobre costas y honorarios. Sugiero confirmar los dictados en la instancia anterior, ya que la demandada resultó globalmente vencida y por ello no encuentro mérito para apartarme del principio general que rige en la materia, que encuentra su razón de ser en el hecho objetivo de la derrota (artículo 68, primer párrafo, del  CPCCN). Respecto de la regulación de honorarios de los profesionales actuantes, digo aquello porque guardan razonabilidad con relación a la importancia, el mérito y la extensión de las tareas desarrolladas y pautas arancelarias de aplicación (artículos 6°, 7° y 19 de la ley 21.839, 3° del decreto-ley 16638/57 y 38 de la ley 18.345).
 


VII.- Por lo expuesto, propongo que se confirme la sentencia de primera instancia en lo principal que decide y que fue materia de apelación y agravios, y que se eleve el capital nominal de condena a la suma de $ 143.767,51; se impongan las costas de alzada a la demandada (artículo 68, primer párrafo, del CPCCN) y se regulen los honorarios de los profesionales firmantes de los escritos dirigidos a esta Cámara en el 25% de los asignados en origen (artículo 14 de la ley 21.839).
El doctor Roberto Pompa dijo:



Por compartir los fundamentos, adhiero al voto que antecede.

El doctor Gregorio Corach no vota (artículo 125 de la LO).




A mérito del acuerdo al que se arriba, el Tribunal RESUELVE: 1.- Confirmar la sentencia de fs.893/913, en lo principal que decide, y elevar el capital nominal de condena a la suma de $ 143.767,51; 2.- Imponer las costas de alzada a la demandada; 3.- Regular los honorarios de los profesionales firmantes de los escritos dirigidos a esta Cámara en el 25% de los asignados en origen.
 


Regístrese, notifíquese y devuélvase. 

Ante mí: 

